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Resumen: Ecuador posee un sistema de descentralización que 
permite organizar al Estado sobre la base de un organigrama fun-
cional a partir de la transferencia de competencias entre niveles 
de gobierno. Sobre estas competencias, la Corte Constitucional 
ha logrado delimitar el campo de acción de los gobiernos autó-
nomos descentralizados, así como los límites que permiten un 
correcto ejercicio del poder en beneficio de los administrados. 

Abstract: Ecuador has a decentralization system that allows 
the State to be organized on the basis of a functional organi-
zation chart based on the transfer of powers between levels of 
government. Based on these powers, the Constitutional Court 
has managed to delimit the field of action of decentralized 
autonomous governments, as well as the limits that allow the  
correct exercise of power for the benefit of those administered.
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impositiva. III. Competencias exclusivas y concurrentes. Refe-
rencias.

I. Gobiernos autónomos descentralizados

La Constitución ecuatoriana de 2008 reconoce en su artículo pri-
mero que el Ecuador es, entre otras cuestiones, un Estado unita-
rio y descentralizado. Este último principio conlleva una forma 
de organizar y dirigir el ejercicio del poder público para que este 
alcance a todos los administrados. 

Lo antes anotado nos permite avanzar a un entendimiento 
sucinto respecto de lo que implica, ya en el ordenamiento jurídi-
co ecuatoriano, este principio: “la descentralización es la trans-
ferencia obligatoria de competencias con los respectivos recur-
sos económicos, humanos, y técnicos del gobierno central a los 
gobiernos autónomos descentralizados. Su instrumentación está 
regulada en la Constitución de la República y el COOTAD”.1 Pues 
bien, esta transferencia de competencias dispuesta por la carta 
fundamental ecuatoriana a lo que nosotros conocemos como go-
biernos autónomos descentralizados2 o GAD´S, debe circunscri-
birse a la consecución de un fin que es la prestación de servicios 
en beneficio de los administrados. Para ello, no solo bastará con 
que se cumpla con la transferencia explicada, sino que se requie-
ren mecanismos de control en aras de evitar una desviación del 
poder otorgado. 

Como sabemos, existen diversos mecanismos de control en-
tre los que se destacan el administrativo, político, económico y el 
que nos interese a nosotros, el de constitucionalidad. Este último 
ha presentado notables avances en el Ecuador, teniendo el alcan-
ce de controlar actos emitidos por los GAD´S cuando contraven-
gan la constitución formal y/o materialmente. Es por esto que 
las siguientes líneas tendrán como fin analizar la jurisprudencia 

1	 Moreta, Andrés, Derecho administrativo ecuatoriano, Quito, Colegio de Ju-
risprudencia de Universidad San Francisco, 2023, p. 80.

2	 Regionales, provinciales, cantonales o distritales y parroquiales de confor-
midad con los artículos 251,252, 253, 254 y 255 de la Constitución 2008. 
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del órgano constitucional ecuatoriano para conocer sus criterios 
sobre las facultades de los distintos niveles de gobierno, así como 
los límites en el ejercicio de ellas.

Antes de profundizar en facultades específicas sobre las cua-
les la magistratura ha tenido la oportunidad de pronunciarse, 
considero necesario abordar los pronunciamientos que, de forma 
general, se han desarrollado al tratar el modelo descentralizado 
previsto en la Constitución 2008. Lo principal a rescatar lo en-
contramos en los fallos en que se ha racionalizado el pensamien-
to sobre el origen de las facultades de los GAD´S; así, la Corte 
resalta que la constitución como el estatuto jurídico del poder, 
distribuye competencias y atribuciones a los órganos públicos3. 
Dentro de estos últimos se encuentran los distintos niveles de 
gobierno que, a través de su órganos e instituciones, ejercerán las 
competencias que se les ha asignado. 

Por otro lado, para que los GAD´S puedan actuar en debida 
forma, requerirán de fuentes de financiamiento provenientes del 
Estado central y sujetas a condiciones. La primera de ellas es que 
el coste de competencias está previsto para aquellas que la norma 
califica como residuales, aunque se presentan excepciones para 
que pueda entregarse en el ejercicio de competencias exclusivas 
y concurrentes, siendo esta última una excepción a la primera.4 
Así las cosas, la Corte recuerda en sus fallos que las fuentes de 
financiamiento de las competencias exclusivas son las preasig-
naciones presupuestarias y/o la facultad de generar sus propios 
recursos a través de la fijación de tasas y contribuciones especia-
les de mejoras.

3	 Sentencia No. 19-16-IN/21 Jueza ponente: Karla Andrade Quevedo párr. 
30-38 publicada en la edición constitucional No. 200 del Registro Oficial 
el 08 de julio de 2021. Otro tema adicional abordado en estas sentencias 
de la Corte es el relativo a la asunción de competencias; sobre el cual se 
ha precisado que esta opera de forma obligatoria en las competencias ex-
clusivas sin la necesidad de una aceptación expresa del nivel de gobierno 
correspondiente, párr. 38. 

4	 Ibidem, párr. 32
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II. Gobiernos autónomos descentralizados  
y sus facultades en materia impositiva

Nos queda claro que, para un mejor ejercicio de sus competen-
cias, los gobiernos autónomos descentralizados pueden ejercer 
facultades tributarias para su financiamiento. En este apartado se 
pretende poner en conocimiento de los lectores los límites que 
ha ido trazando la Corte Constitucional ecuatoriana para que los 
GAD ́S las ejerzan de forma óptima y en aras de satisfacer las 
necesidades de los administrados. 

En primer lugar, la Corte no solo reconoce la posibilidad de 
que las tasas y contribuciones especiales se creen para imponer 
cargas tributarias a los administrados; sino que estas se ejercen a 
través de actos legislativos de los órganos colegiados que poseen 
los distintos niveles de gobierno. En Ecuador, por ejemplo, cada 
cantón se organiza con un ejecutivo encabezado por el alcalde, y 
un órgano legisferante como lo son los consejos cantonales. Es 
este último el que tiene en su cargo la emisión de ordenanzas en 
las que se identifiquen los elementos básicos del tributo y permi-
tan su cobro.     

En este mismo orden de ideas, la jurisprudencia constitucio-
nal es enfática en recordar que todo tributo, sea impuesto, tasa 
contribución, cuenta con reserva de ley para su creación o mo-
dificación. Esto implica que en materia impositiva se estará a lo 
previsto en actos normativos (leyes u ordenanzas). En el caso de 
la facultad de los consejos, estos cuentan con la confianza demo-
crática del pueblo, lo que genera que la emisión de estos tributos 
no solo deba ser emitidos por el órgano constitucional designa-
do, sino que además se someten al debate democrático, evitando 
así una carga fiscal arbitraria. 

Continuando con la regulación de tributos, la Corte ha desa-
rrollado un precedente respecto de la posibilidad de que, normas 
inferiores a una ley u ordenanza, puedan regular elementos que 
no son esenciales del tributo. Para los magistrados estos últimos 
elementos son: “el objeto imponible, los sujetos activo y pasivo, 
la cuantía del tributo o la forma de establecerla, las exenciones y 
deducciones; los reclamos, recursos y demás materias reservadas 
a la ley que deban concederse conforme a este Código” (Senten-
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cia 24-20-IN/23, párr. 39). Esto conlleva un límite a la facultad 
tributaria de los gobiernos descentralizados.5 

Ahora bien, centrándonos en un tributo al alcance de ser re-
gulado por los GAD´S, la Corte avizora que el Código Orgáni-
co de Organización Territorial Autonomía y Descentralización 
(COOTAD) señala que las tasas6 pueden ser impuestas ante la 
utilización o aprovechamiento del dominio público por los par-
ticulares, para fines privados7 o por la prestación de un servicio 
público. Por su parte, las contribuciones especiales se cobran a 
partir de la construcción de una obra pública. Adicionalmente, se 
reconoce al ejercicio de esta facultad como un medio de financia-
miento para el ejercicio de sus competencias constitucionales y 
legales, siempre y cuando se presenten los siguientes escenarios: 
(i) esté en el marco de sus funciones; (ii) dentro de su circuns-
cripción territorial; y, (iii) que cumplan con la naturaleza de la 
tasa, la contribución especial de mejoras o las regalías, depen-
diendo el caso.8 

Concomitante a ello, los jueces se pronunciaron respecto de 
la tasa como un tributo propio de los GAD´S y, para evitar un 
ejercicio desmedido de esta potestad tributaria y se mantenga un 
equilibro entre administración y administrados9, ha recordado 

5	 Complementariamente, se considera oportuna rescatar la Sentencia 101-
20-IN/23 de ponencia de la jueza Daniela Salazar Marín en la que la Corte 
se pronuncia respecto de la posibilidad de que los GAD´S metropolitanos 
puedan definir logísticamente el cobro de un impuesto. La conclusión a la 
que se arriba se sustenta en que esta posibilidad no contraviene el ordena-
miento jurídico, en tanto el gobierno descentralizado no altere los elemen-
tos esenciales del tributo, sino que se limite a gestionar su recaudación.

6	 Es importante revisar la sentencia No. 65-17-IN /21 con ponencia de la 
Dra. Daniela Salazar Marín en la que se explican algunas nociones impor-
tantes respecto de este tipo de tributo.  

7	 Estos fines pueden ser, por ejemplo, comerciales.
8	 Sentencia No. 27-16-IN/21. Juez ponente: Enrique Herrería Bonnet, párr. 

42, publicada en la edición constitucional No. 209 del Registro Oficial el 6 
de agosto de 2021. 

9	 “En materia de tasas a diferencia de otros tributos, el quantum no se en-
cuentra encaminado a imponer una carga proporcional al contribuyente, lo 
que se pretende es que la carga que se impone al sujeto pasivo de la misma 
sea igual o menor al beneficio recibido”, párr. 50. 
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algunas cuestiones sobre el hecho generador de una tasa, mis-
mo que deben ceñirse a las siguientes condiciones: “[...] (i) la 
prestación de un servicio público colectivo, en el marco de las 
competencias de los órganos; (ii) el aprovechamiento especial 
del dominio público; y, (iii) la ejecución de una actividad admi-
nistrativa individualizada [...]”10. 

Luego de ser reconocida esta facultad en los términos antes 
descritos, el análisis de la magistratura ha girado en establecer los 
límites que tienen los GAD´S en materia fiscal. El más importante 
de estos es respecto de la aplicación de principios tributarios al 
momento de imponer tasas o contribuciones especiales. Para esto, 
es importante señalar que la Constitución de la República del Ecua-
dor en su artículo 300 señala que el régimen tributario nacional se 
regirá por los principios de “generalidad, progresividad, eficiencia, 
simplicidad administrativa, irretroactividad, equidad, transparen-
cia y suficiencia recaudatoria”.11 Pues bien, a los ya mencionados 
principios, tempranamente la Corte supo añadir el de proporcio-
nalidad, capacidad contributiva y de no confiscatoriedad; mismos 
que deben ser tomados en cuenta por parte de los GAD Ś, pese a 
no estar consagrados explícitamente en el texto constitucional.12 
Esta conclusión a la que llegaron los entonces jueces constitucio-
nales, se fundamenta en que existe una relación directa entre los 
principios positivizados y los incluidos vía jurisprudencia respecto 
del fin que deben tener un tributo; tanto así, dice la Corte, que 
ellos se encuentran reconocidos por la doctrina en materia fiscal 
y por ende no pueden ser obviados en nuestro sistema nacional.13   

10	 Sentencia No. 40-16-IN/21. Juez ponente: Enrique Herrería Bonnet, párr. 
42, publicada en la edición constitucional No. 251 del Registro Oficial el 10 
de diciembre de 2021. 

11	 Art. 300., Constitución de la República del Ecuador, https://www.defensa.
gob.ec/wp-content/uploads/downloads/2021/02/Constitucion-de-la-Repu-
blica-del-Ecuador_act_ene-2021.pdf  

12	 Sentencia No. 025-15-SIN-CC. Juez sustanciador Alfredo Ruiz Guzmán, p. 
24. Publicada en el Primer Suplemento No. 575 del Registro Oficial el 28 
agosto 2015. 

13	 Un ejemplo pertinente lo encontramos en la sentencia No. 004-11-SIN-CC 
en la que los entonces jueces constitucionales analizaron la inconstitucio-
nalidad de una norma, a la luz del principio de no confiscatoriedad. Caso 
similar ocurre en la sentencia No. 10-21-IN/23. 
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Por último, las limitaciones recordadas por la Corte han lle-
gado al tratamiento de casos particulares como por ejemplo el 
señalar que los GAD ́S “[...] no pueden establecer tasas para las 
empresas públicas que utilicen u ocupen el espacio público o la 
vía pública regional, provincial o municipal, para colocación de 
estructuras, postes y tendido de redes [...]”. En caso de que una 
ordenanza disponga tal medida, acaece una inconstitucionalidad 
respecto del principio de coordinación reconocido en los artícu-
los 226 y 227 de la Constitución.14 

III. Competencias exclusivas y concurrentes

La jurisprudencia constitucional ha logrado sintetizar de forma 
armónica el funcionamiento del régimen de competencias en el 
Ecuador a la luz del principio de descentralización reconocido 
en el texto de 2008. Es justamente este principio el que cimienta 
el pensamiento de los jueces para reconocerlo como transversal 
no solo respecto de la organización territorial del Estado y la dis-
tribución de competencias, si no también como un medio para el 
desarrollo equitativo y solidario, mediante el fortalecimiento de 
los procesos que lo requieran.15

En un primer momento, la Corte reconoce que los niveles de 
gobierno poseen autonomía política, administrativa y financie-
ra para el ejercicio de sus competencias. Sobre estas últimas, se 
cristalizan a través de las facultades legislativas y reglamentarias 
y pueden ser exclusivas y/o concurrentes.16

14	 Sentencia No. 007-15-SIN-CC. Jueza sustanciadora María del Carmen Mal-
donado Sánchez, p. 27. Publicada en el Tercer Suplemento No. 52 del Re-
gistro Oficial el 19 de junio de 2015. Así como la No. 008-15-SIN-CC. 

15	 Sentencia 36-18-IN/24 Jueza ponente: Alejandra Cárdenas Reyes.
16	 Sentencia No. 36-15-IN/20. Juez ponente: Enrique Herrería Bonnet, párr. 

17. Publicada en la Edición Constitucional No. 90 del Registro Oficial el 23 
de octubre del 2020. 
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3.1. Regulación del espectro radioeléctrico y régimen 
 de comunicaciones y telecomunicaciones17

Al momento de ser analizada esta competencia, la Corte no ha 
hecho más que ceñirse a lo que establece el artículo 261 numeral 
10 del texto constitucional respecto la exclusividad del Estado 
central sobre la regulación del espectro radioeléctrico y el régi-
men general de comunicaciones y telecomunicaciones. Lo que 
implica que una competencia sea exclusiva del Estado central 
es que el ejecutivo será el encargado de, a través de organismos 
que se creen para el efecto, controlar y regular esta actividad de 
forma óptima.18 Dónde sí hubo una primera intervención de la 
Corte es señalando que el espectro radioeléctrico tiene una do-
ble dimensión; recurso natural y sector estratégico.19 La prime-
ra de ellas debido a su origen natural y la segunda en tanto que 
su aprovechamiento permite el desarrollo de servicios comuni-
cacionales (auditivos y audiovisuales) que permiten a su vez la 
prestación de servicios a los administrados, con la finalidad de 
satisfacer sus necesidades según lo exige el régimen de desarrollo 
previsto en la Constitución de 2008.20  

En la misma línea de ideas, la Corte sostuvo su criterio res-
pecto de que esta facultad implica la administración, regulación, 
control y gestión del espectro radioeléctrico (y de todos los 
sectores estratégicos en general), y debe guardar armonía con 

17	 A este apartado se le puede añadir la gestión territorial que puede ser revi-
sada en la sentencia 36-18-IN/24.

18	 Es menester indicar que, en sentencia No. 001-12-SIC-CC la Corte conside-
ró lo siguiente: “[...] solo dicho Estado -entiéndase a través de los organis-
mos pertinentes de regulación y control creados legalmente para el efecto 
autorizará el uso de frecuencias a las empresas públicas que las requieran, 
y solo delegar a otras empresas como las mixtas, y excepcionalmente a 
la iniciativa privada (siguiendo el ejemplo: a través de una concesión) o 
a la economía popular y solidaria, en los casos señalados en la ley. [...] ” 
Sentencia No. 001-12-SIC-CC Juez sustanciador Manuel Viteri Olvera. p. 9. 
Publicada en el Primer Suplemento No. 629 del Registro Oficial el 30 enero 
de 2012.

19	 Sentencia No. 006-09-SIC-CC1
20	 Se recomienda revisar las sentencias: No 025-15-SIN-CC, N.° 033-15-SIN-

CC y No. 029-15-SIN-CC. 
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principios como los de sostenibilidad ambiental, precaución, pre-
vención, eficiencia. Al arribar a esta conclusión se logran tres 
cuestiones importantes: La primera de ellas limitar el actuar de 
los distintos niveles de gobierno respecto de la interferencia en el 
ejercicio de facultades del Estado central. Segundo, hacer respe-
tar la constitución en cuanto a si bien esta reconoce en sus líneas 
el principio de descentralización, este no puede ser sobrepasado 
independientemente del fin que tenga el actuar de los GAD´S. 
Por último, no se desperdicia la oportunidad de recordar al Es-
tado central que si bien poseen una facultad exclusiva en la ma-
teria objeto de estos párrafos, la misma debe guardar armonía 
con otros principios constitucionales respecto del cuidado de la 
naturaleza y la prestación de servicios que mejoren la vida de los 
administrados.21 

Los años siguientes solo han servido para que la Corte cons-
titucional reafirme estos precedentes a pesar de que quienes la 
integran actualmente, suelen apartarse de aquellos emitidos por 
sus antecesores. En este sentido, a partir del año 2019 en que 
fue reestructurada la magistratura ecuatoriana, se han presenta-
do casos similares en lo que se han mantenido los criterios an-
tes expuestos, aunque no se ha desaprovechado la oportunidad 
para hacer algunas precisiones22. Ejemplo de esto último es la 
sentencia No. 27-16-IN/21 donde se añade que los GAD´S no 
estarían del todo excluidos del ejercicio de competencias relacio-
nadas con espectro radioeléctrico y los regímenes generales de 
comunicaciones y telecomunicaciones. Esto, siempre y cuando 
no sea a través de la rectoría y de la implementación de modelos 
de gestión. La Corte mejora el entendimiento del organigrama 
constitucional en cuanto al ejercicio de competencias exclusivas 
y concurrentes, sentenciando que esta será posible cuando se 
presentan dos escenarios: “[...] 1) un modelo de gestión; y, 2) au-
torización expresa del titular de la competencia, sea “a través de 
un convenio”, tal como lo señala el artículo 126 del COOTAD, o 

21	 Sentencia No. 001-12-SIC-CC Juez sustanciador Manuel Viteri Olvera. p. 9. 
Publicada en el Primer Suplemento No. 629 del Registro Oficial el 30 enero 
de 2012.  Así como las No. 003-14-SIN-CC, No. 0023-13-IN, entre otras. 

22	 Revisar las sentencias No. 14-17-IN/22 Juez ponente: Richard Ortiz Ortiz 
y Sentencia No. 27-16-IN/21, párr. 35. 
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por medio de una resolución del Consejo Nacional de Competen-
cias [...]”.23 Si no se cumplen con estas condiciones, los GAD´S no 
podrán interferir en el ejercicio de esta competencia. 

3.2. Gestión de riesgos

En todo análisis que ha realizado la Corte Constitucional ecuatoria-
na, el punto de partida siempre es descubrir lo que el texto consti-
tucional enuncia respecto del tema bajo análisis. Bajo esta primicia 
se cubren las sentencias analizadas con antelación y las siguientes, 
así como las que se encuentran en estos párrafos. Pues bien, res-
pecto de la facultad de gestión de riesgos que poseen los GAD´S, los 
jueces constitucionales parten del reconocimiento de que la norma 
de 2008 introduce el sistema descentralizado de gestión de ries-
gos, que, integrado por las instituciones de los distintos niveles de 
gobierno, se encargaran de dar atención a los desastres naturales. 

Nuevamente está presente el recordatorio de que el Estado 
central como ente rector, planificador y regulador, es el principal 
encargado de gestionar los riesgos ocasionados por desastres na-
turales. Sin embargo, al ser necesario fortalecer las capacidades 
institucionales para dar atención a los mismos, las competencias 
se descentralizan hacia los GAD´S y sus instituciones propias.24 

Sobre la base de estas consideraciones generales, a la Corte 
han llegado casos respecto del rol de los GAD´S municipales con 
los cuerpos bomberiles que tienen entre sus misiones justamente 
la de intervenir en distintos desastres naturales. Para ello, dice la 
Corte, se necesita que estos órganos adscritos25 a los municipios, 

23	 Sentencia No. 27-16-IN/21. Juez ponente: Enrique Herrería Bonnet, párr. 
35, publicada en la edición constitucional No. 209 del Registro Oficial el 06 
de agosto de 2021. Se puede revisar también la sentencia No. 40-16-IN/21.

24	 Esto no solo con la finalidad de mejorar la toma de decisiones políticas, 
sino también todo aquello que se requiera para dar mejor tratamiento a los 
desastres naturales. Para ello se requiere de medios técnicos para mejorar 
los procesos de análisis, investigación, prevención, etc., requeridos por to-
dos los niveles de gobierno. 

25	 Respecto de la adscripción, la magistratura realizó importantes aclaracio-
nes respecto de la naturaleza de esta figura. Reseñando lo indicado por la 
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cuenten con asignaciones presupuestarias, patrimonio propio y 
fondos necesarios para el desarrollo de su trabajo, asignaciones 
que deben ser fijadas por los cabildos.26 Todo esto confluye den-
tro de la autonomía administrativa, presupuestaria, financiera y 
operativa de la que está investida la institución. 

Este sería, a breves rasgo, el rol de parte de los GAD´S para 
con los bomberos. Ahora bien, la Corte no omite en sus análisis 
recordar el rol de estos para con la ciudadanía una vez que han 
sido proveídos de todo lo anteriormente descrito: 

Sin embargo, es oportuno precisar que si bien, los Cuerpos de Bom-
beros gozan de autonomía en los términos que quedan expuestos, 
la misma debe ser ejercida en estricta observancia a sus atribucio-
nes, competencias y de manera responsable, a fin de satisfacer las 
expectativas que la ciudadanía demanda de esta institución, pues, 
no se debe olvidar que la obligación de brindar la seguridad a los 
ciudadanos recae sobre el Estado, quien lo realiza por medio de los 
Gobiernos Autónomos Descentralizados y de los Cuerpos de Bom-
beros27.

Con esta importante aclaración, se recuerda que, si bien el 
Estado debe cumplir con su parte al entregar los recursos nece-
sarios al cuerpo de bomberos, este debe actuar en cumplimiento 
con sus obligaciones. Para ello, deberán organizarse a nivel inter-
no con el fin de administrar sus recursos, elegir representantes, 
brindar capacitaciones y entrenamiento a sus miembros, entre 
otras actividades que comprendan la búsqueda de brindar un ser-
vicio público en beneficio de la colectividad.28  

Corte Constitucional de Colombia en sentencia C-046/04, los jueces escla-
recen que la adscripción es el acto de vinculación de una entidad pública 
con otra, salvaguardando su autonomía, con el fin de trabajar en equipo 
para un mismo objetivo: prestación de servicio público de calidad.  

26	 Sentencias N.° 034-17-SIN-CC, N.° 033-17-SIN-CC, N.° 012-18-SIN-CC, 
N.° 013-18-SIN-CC, entre otras. 

27	 Sentencia No. 034-17-SIN-CC. Jueza Sustanciadora Roxana Silva Chicaiza. 
p. 46-47. Publicada en la Edición Constitucional, No. 34, Tomo II, el 15 
marzo de 2018. 

28	 Como sabemos, su servicio se centra en la defensa de la seguridad ciudada-
na ante escenarios de desastre natural como pueden ser los incendios. 
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3.3. Gestión Ambiental

Este sistema de gestión descentralizado opera en términos simi-
lares a los ya analizados con anterioridad, sin embargo, vale la 
pena enfatizar sobre algunas ideas ya expuestas. Las acciones a 
realizarse para la consecución del fin de proteger a la naturaleza, 
deben ser coordinadas entre todos los niveles de gobierno que 
puedan intervenir. Esto implica que el ejercicio de atribuciones 
que sean complementarias y articuladas para un mismo fin, obli-
ga a una constante comunicación entre los GAD´S, sin que les sea 
permitido invadir otro de los campos de acción que no sean los 
asignados a cada uno de ellos.29

Ahora bien, en la sentencia 36-15-IN/20 la magistratura co-
noció de un caso particular de acción sobre gestión ambiental 
ya que esta, de conformidad con el artículo 263 numeral 4 de la 
Constitución y 42 letra d) del COOTAD, constituye una compe-
tencia exclusiva de los GAD´S provinciales. Sobre este particular, 
la Corte supo manifestar que no existe la obligación de entregar 
recursos a través de costeo porque no constituyen una compe-
tencia residual ni adicional según versa el 189 del COOTAD. Sin 
embargo, esto no significa que la gestión se vea afectada por falta 
de recursos, toda vez que los mismos provienen de las preasigna-
ciones presupuestarias o incluso puedan ser sustentadas en base 
a a facultad impositiva que poseen los GAD´S30 provinciales y 
parroquiales en algunos casos.31 

3.4. Seguridad

En materia de seguridad, nos queda claro que el monopolio del 
uso de la fuerza lo tiene el Estado central a través de la Policía Na-

29	 Sentencia No. 011-13-SIN-CC.
30	 Sentencia No. 36-15-IN/20. Juez ponente: Enrique Herrería Bonnet. párr. 

20. Publicada en la Edición Constitucional No. 90 del Registro Oficial el 23 
de octubre del 2020. 

31	 De conformidad con el artículo 267 numeral 4 del texto constitucional y el 
artículo 65 letra d) del COOTAD los GAD´S parroquiales tienen entre sus 
facultades la preservación de la biodiversidad y la protección del ambiente.
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cional para cuestiones de orden interno (art. 163 CRE). Sin per-
juicio de ello, y siguiendo la misma línea de pensamiento de los 
casos antes expuestos, la Corte ha delimitado que, al ser un deber 
primordial del Estado el garantizar el derecho a una cultura de 
paz y una seguridad integral (art. 3 núm. 8) todas las entidades 
públicas deben colaborar con la consecución de este fin. Esto im-
plica que, el ejercicio de una competencia exclusiva (seguridad) 
no significa que otros niveles de gobierno no puedan colaborar 
para brindar una adecuada protección a la ciudadanía.32

Es claro que, a ojos de los jueces constitucionales, la partici-
pación en temas de seguridad por todos los niveles de gobierno, 
debe ser complementaria sin olvidar que todo acto de coopera-
ción deberá ser en base a la política de seguridad implementada 
por el gobierno central. Solo con el fin de que no se pierdan las 
ideas antes explicadas, esta sentencia también permite recordar 
que, en caso de que el GAD imponga una tasa por servicio de 
seguridad, debe guardar relación con los gastos que generará el 
brindar este servicio, así como debe cumplir con las finalidades 
ya anotadas con antelación.33 

3.5. Adecuación normativa.

Para ir culminando con este trabajo, quisiera permitirme una 
digresión respecto de un caso que, a primera vista podría pres-
cindir de él; sin embargo, es importante mencionar que existen 
sentencias en que la magistratura ordena a los gobiernos autó-
nomos descentralizados adecuar su normativa para que esta no 
transgreda el ordenamiento jurídico nacional. En estos escena-
rios, los GAD´S deben actuar dentro de un plazo razonable emi-
tiendo nuevas ordenanzas en el menor tiempo posible o, en caso 
de presentar demoras, justificar el porqué de dicho retraso. 

32	 Sentencia No. 70-11-IN/21 párr. 57. Se recomienda revisar los artículos 54 
y 60 del COOTAD que tratan sobre funciones del gobierno municipal crear 
y el alcalde en materia de seguridad. 

33	 Sentencia No. 70-11-IN/21 Jueza ponente: Carmen Corral Ponce párr. 
65 y 79.
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En el caso concreto, para la Sentencia 32-18-IS-22 de po-
nencia de la jueza Alejandra Cárdenas Reyes, cuatro años para 
el cumplimiento del mandamiento de adecuación normativa, es 
una clara violación al plazo razonable34. 

3.6. Participación ciudadana

El último apartado para analizar en este breve repaso por la ju-
risprudencia constitucional ecuatoriana es el relativo a los pro-
nunciamientos respecto de la participación ciudadana a ser im-
pulsada por los gobiernos autónomos descentralizados. La Ley 
orgánica de Participación Ciudadana en su artículo 9 otorga com-
petencia a la Corte Constitucional para pronunciarse respecto de 
la decisión de inadmisibilidad de una iniciativa popular norma-
tiva. Como sabemos, este derecho de participación ciudadana 
implica la presentación de proyectos normativos por parte de la 
ciudadanía y tiene un alcance hacía los órganos legislativos de los 
GAD´S, por lo que no solo opera a nivel de la Asamblea Nacional. 

De acuerdo con el Dictamen 1-18-IP/24, la Corte tiene un rol 
de verificación respecto de la inadmisión de parte de la institu-
ción u organismo ante la que se presentó la propuesta normativa. 
En un primer momento, la Corte respecto del procedimiento a 
seguir para poder admitir el proyecto ciudadano, recaba infor-
mación de la ley de participación ciudadana para esclarecer que 
su función es la de decidir sobre si la inadmisión fue adoptada 
conforme a la ley. 

Un punto controversial es cuando la Corte decide dar trámite 
al pedido sin que se haya contado con la decisión de inadmisi-
bilidad. Si bien el justificativo es que al momento de resolver ya 
existía tal inadmisión, me parece cuestionable que la Corte actúe 
respecto de un acto que no existe cuando se presentaron los car-
gos.35 Por otro lado, es acertado el análisis de los jueces al señalar 
que el ejercicio del derecho a la participación implica la posibili-
dad de presentar proyectos normativos, pero no necesariamente 

34	 Ibidem, párr. 35. 
35	 Ibidem, párr. 18. 
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la aprobación de estos; sobre todo cuando no se cumplen con 
criterios técnicos y fundamentos suficientes que permitan viabi-
lizar la propuesta.36  

Ahora bien, este no es el único escenario en que la Corte ha 
desarrollado la participación ciudadana a nivel de los gobiernos 
descentralizados. De la revisión de la jurisprudencia se despren-
de la Sentencia No. 3-15-IA/20 de ponencia de la magistrada Da-
niela Salazar Marín,37 en la que existe pronunciamiento sobre la 
obligatoriedad de realizar una consulta prelegislativa en cantones 
para la fijación de límites comunes. La consulta en cuestión debe 
ser realizada antes de la adopción de resoluciones que, en el ex-
pediente en concreto, refiere a procesos de fijación de límites 
territoriales. En caso de no presentarse este escenario, la resolu-
ción adolece de vicios de inconstitucionalidad formal.38 
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